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JUSTICIA ADMINISTRATIVA

INTRODUCCIÓN 

Nuestro sistema jurídico político ha establecido el concepto de supremacía del poder publico frente a la subordinación de los gobernados. 

A diferencia de los particulares quienes realizan lo que no les esta prohibido (siempre que no lesionen los intereses de otros), los órganos del poder público solamente pueden llevar a cabo lo que expresamente les confieran los ordenamientos legales, es decir, que su actuación tiene como limitación el respeto a la garantía de legalidad que la Constitución consagra en favor de los gobernados. 

Dado que al poder público corresponde proteger el interés colectivo, se presume que los actos que realiza para cumplir con ese fin revisten los requisitos legales que dejen a salvo las garantías de los gobernados, por lo que dichos actos deben ser válidos y eficaces. 

La aplicación de las leyes no siempre está a cargo de quienes están versados en la materia de que se trate, por lo que ocasional e involuntariamente, se transgrede la esfera jurídica de los gobernados cuando se emite un acto ilegal. 

Ante tales circunstancias, las diversas leyes contemplan medios de defensa a efecto de que los particulares agraviados por un acto de autoridad puedan impugnarlo y requerir el restablecimiento de la legalidad. 

Es importante que estos actos que se presumen válidos y eficaces, se impugnen cuando el particular ve lesionado su interés jurídico, ya que de otra manera se entenderá que el acto de la autoridad es aceptado o consentido en todos sus términos, por lo tanto, se convalida y adquiere fuerza obligatoria para el gobernado, procediendo entonces la ejecución del mismo. 

Los órganos a quienes compete llevar a cabo el control de la legalidad de los actos de las autoridades de la Administración Pública, son los Tribunales de lo Contencioso Administrativo, federal o local, según corresponda, los cuales revisarán la resolución, oirán a las partes, y resolverán en consecuencia. 

GENERALIDADES  

Una de las principales problemáticas a las cuales se enfrenta nuestro país, es la de mantenerse como un Estado de Derecho cuya finalidad prioritaria es la impartición de justicia. 

Para efectos del desarrollo del presente tema, podemos entender al Estado como una comunidad organizada en un territorio, regido mediante un orden jurídico, representado por un cuerpo de funcionarios cuyo objetivo es la realización del bien colectivo. 

El Estado, para el cumplimiento de sus fines, reviste de facultades y autoridad plena a los funcionarios para que emitan los actos que se requieran, a efecto de llevar a cabo el cumplimiento de sus funciones. De tal suerte, que para mantener el Estado de Derecho, es necesario que los actos de las autoridades administrativas sean emitidos con apego a la ley , lo que significa que las actuaciones de las autoridades gubernamentales quedan subordinadas a los ordenamientos jurídicos previamente expedidos, tal como lo consignan los artículos 14 y 16 constitucionales en los que se encuentran consagradas las garantías de audiencia y legalidad en favor de los ciudadanos. 

En este sentido, el Tribunal Superior de Justicia del Estado de Chiapas, ha definido al principio de legalidad como "uno de los derechos fundamentales del hombre y que implica el derecho a la forma, competencia, motivo, objeto y fin prescritos por la ley"

Este criterio puede confrontarse con la tesis de la Sala Superior del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal que expresa: 

"FUNDAMENTACIÓN y MOTIVACIÓN.- Para que tenga validez una resolución o determinación de las autoridades del Departamento del Distrito Federal, se debe citar con precisión el precepto legal aplicable así como también las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión de ese acto; además de que exista una adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, o sea, que en un caso específico se configuren las hipótesis normativas, requisitos en los cuales, no puede considerarse como debidamente fundado y motivado el acto de autoridad"
 

Sin embargo, cabe hacer mención que la administración pública es manejada por personas físicas que en ocasiones, involuntaria o voluntariamente, incurren en una aplicación indebida de la norma jurídica o la dejan de aplicar en perjuicio de los intereses legítimos de los particulares.

La lesión que se ocasiona en la esfera jurídica del gobernado requiere ser reparada para mantener el Estado de Derecho que se ha quebrantado por el acto irregular de la autoridad, por lo que la doctrina y la legislación han reconocido diversos medios de defensa en favor de los administrados. Así tenemos el juicio contencioso administrativo como medio de impugnación que se establece en favor del particular afectado por el acto de la autoridad administrativa. 

La vía contenciosa administrativa (juicio de nulidad) se ventila ante órganos previstos en la propia Constitución, que de conformidad al artículo 73, fracción XXIX-H, a la letra dice: 

"Artículo 73. El Congreso (de la Unión) tiene facultad: 

XXIX-H: Para expedir leyes que instituyan tribunales de lo contencioso administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, que tenga a su cargo dirimir controversias que se susciten entre la Administración Pública Federal y los particulares, estableciendo las normas para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y los recursos contra sus resoluciones"
 

Sobre esta base constitucional el Congreso de la Unión expide la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa como órgano encargado de revisar los actos de autoridades administrativas federales que se impugnen, con la finalidad de que éstos sean anulados, es decir, que se reponga el procedimiento y, consecuentemente, que la autoridad otorgue o restituya al particular en el goce de los derechos que indebidamente se hayan afectado o desconocido. 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. 

Por lo que se refiere al ámbito de la administración pública local el artículo 116, fracción IV, de la propia Constitución, propone que las entidades federativas, contemplen dentro de su propia legislación disposiciones análogas, a efecto de que los Congresos de dichas entidades, emitan leyes que creen tribunales de lo contencioso administrativo en sus propias circunscripciones territoriales. 

Así tenemos que la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California contiene un precepto semejante al 73 fracción XXIX -H de la Constitución General ya transcrito, y. en ese tenor, se expide la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo para esta jurisdicción, en cuya exposición de motivos se hace referencia al “derecho que tiene el individuo de ser protegido contra los abusos del poder de los gobernantes, de tal manera que toda la actividad administrativa se encuentra colocada bajo 13 preeminencia de la norma legal".
 

En cuanto 3 la naturaleza jurídica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Baja California, la ley que lo crea le otorga total "autonomía en sus fallos e independiente de cualquier autoridad administrativa, dotado de plena jurisdicción e imperio suficiente para hacer cumplir sus resoluciones"
 

La característica de autonomía garantiza al agraviado la seguridad de un fallo imparcial el cual no solo anulará, en su caso, el acto ilegal, sino que también tiene facultades propias del juzgador ya que desempeña funciones jurisdiccionales; además, deja la opción al particular de acudir a agotar otros medios de defensa establecidos en las leyes, o demandar a la autoridad emisora ante el contencioso administrativo. Cabe hacer mención que existen casos en que la autoridad se convierte en demandante cuando su propio acto es emitido en forma ilegal y le lesiona su interés legítimo.

ESTRUCTURA Y FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN BAJA CALIFORNIA. 

De conformidad a la Ley que lo crea, el Tribunal de 10 Contencioso Administrativo en el Estado de Baja California está integrado con tres magistrados propietarios y los suplentes que se requieran para el desarrollo de sus funciones. 

Cuenta con un Presidente y un Secretario General de Acuerdos que son designados por el pleno del Tribunal, así como con los Secretarios Auxiliares, Actuarios y demás personal que se requiera para el servicio. 

El Tribunal sesionará legalmente en pleno, integrándose éste, con la presencia de los tres magistrados. Las resoluciones se tomarán por unanimidad o por mayoría de votos de los Magistrados, y únicamente por las causas de impedimento legal establecidas en el artículo 42 de la Ley, podrán éstos abstenerse de emitir su voto. 

El pleno del Tribunal, en lo general, tendrá atribuciones para regular lo concerniente al funcionamiento interno, la discusión y aprobación del Presupuesto de Egresos, la aprobación y reformas del Reglamento Interno, imposición de sanciones, etc., y las demás que se señalan en el artículo 18 de la Ley en cuestión.

El Tribunal funcionará en Salas, las que se integrarán por un Magistrado cada una, con la circunscripción territorial que establezca el pleno, y serán competentes para conocer de los juicios promovidos en contra de resoluciones definitivas de índole administrativo, que dicten las autoridades estatales, municipales, o de sus órganos descentralizados. 

Asimismo, tiene competencia para conocer de resoluciones en materia fiscal emanadas de las autoridades estatales y municipales, así como de los organismos descentralizados en su carácter de organismos fiscales autónomos, cuando se determine la existencia de una obligación fiscal, cuando niegue la devolución de cantidades que procedan conforme a la ley, o se impugnen actos emitidos durante el procedimiento administrativo de ejecución. 

Cabe señalar que las mencionadas autoridades administrativas también podrán promover ante el Tribunal la nulidad de los actos que ellas mismas dicten cuando resultan favorables al particular, en agravio de los intereses legítimos del propio órgano emisor.

A efecto de que proceda el juicio de nulidad ante el Tribunal, además del acto de autoridad, debe concurrir también el agravio, es decir, la lesión en la esfera jurídica del promovente por la ausencia o la indebida aplicación de la norma jurídica. El juicio se promoverá en la Sala que corresponda en atención a la circunscripción del domicilio del particular o autoridad demandante. 

En términos del artículo 40 de la propia Ley , el juicio de nulidad es improcedente, entre otras, por las causas que a continuación se señalan: 

· No sea materia del Tribunal 

· No afecten el interés jurídico del promovente.

· No exista consentimiento expreso o tácito del acto de autoridad.

· Se hubiere interpuesto recurso administrativo ante la autoridad emisora y se encuentre pendiente de resolución.

· No exista la resolución o acto impugnado.

· Se hubieren resuelto en un procedimiento judicial.

Por lo que se refiere a la tramitación del juicio de nulidad la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo regula las etapas del mismo. Sobre este particular, cabe hacer notar que el juicio de nulidad en el ámbito federal se regula en un ordenamiento de carácter procedimental como es el caso del Código Fiscal de la Federación, mientras que en el Estado de Baja Californiase regula en la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuya naturaleza corresponde más bien a una ley orgánica. 

Asimismo, la Ley local establece un término de quince más para la presentación de la demanda sin distinción de quien sea el agraviado, mientras que el Código Fiscal de la Federación, a diferencia de la legislación estatal, señala un plazo de cinco años para que la autoridad pueda presentar la demanda cuando resulta perjudicada por su propio acto, disponiendo así de más tiempo para revisar la resolución, toda vez que su finalidad es la protección del interés colectivo sobre el interés particular.

En relación a la sentencia, es importante hacer notar que su efecto no solo es en cuanto a determinar la validez o invalidez del acto impugnado, sino que además el Magistrado podrá fijar el sentido de la resolución que deba dictar nuevamente la autoridad responsable, a fin de restablecer su legalidad. 

De lo anterior se desprende que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo en Baja California tiene atribuciones tanto de anulación como de plena jurisdicción, es decir, que la sentencia que pone fin a la vía contenciosa administrativa, además de dejar sin efecto el acto impugnado (anulación), restituye al particular en el goce de sus derechos violados, indicando a la autoridad emisora como debe dictar nuevamente la resolución (jurisdicción). 

En el caso de que el Tribunal en pleno dicte tres sentencias (ejecutoriadas) en un mismo sentido e ininterrumpidamente, los juicios análogos ulteriores deberán resolverse en ese tenor, ya que dicha interpretación será de observancia obligatoria (jurisprudencia), debiéndose publicar en el órgano de difusión oficial del propio Tribunal para todos los efectos legales procedentes. 
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